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DERECHO A LA SALUD / SERVICIOS NO POS EN RÉGIMEN SUBSIDIADO / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. “[A] raíz del accidente cerebro vascular sufrido por  el señor Camilo Antonio, de 86 años de edad, el cual lo tiene postrado en su cama, su hija Orfa Trejos Grisales presentó un derecho de petición con fecha del 26 de septiembre de 2016 ante la EPSS CAFESALUD con el fin de que le fuera suministrado a su padre los pañales desechables talla L por no controlar esfínteres, de los medicamentos ordenados por el galeno tratante y el reconocimiento de los viáticos para asistir a terapias y a citas médicas desde el municipio de Quinchía a Pereira y La Virginia. Dicha petición fue negada mediante oficio del 14 de octubre de 2016 con fundamento en que se debía adelantar el trámite ante el Comité Técnico Científico para la aprobación de sus servicios médicos aludidos, por cuanto no se encontraban dentro del listado del plan obligatorio. Por lo tanto, la señora Orfa Trejos Grisales se vio en la obligación de acudir al juez constitucional al considerar que tal negativa vulneraba los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana de su padre. (…) [E]n el caso sub examine el análisis que debe hacer esta Sala con respecto a los derechos fundamentales reclamados por el señor Camilo Antonio Trejos es mínimo, en atención a que el mismo reúne las condiciones para la procedencia de la tutela por el hecho de que el agenciado es una persona de 85 años de edad, quien se encuentra afiliado en salud al régimen subsidiado, y que su salud se encuentra menguada, lo que indica que se encuentra en estado de debilidad manifiesta frente a la entidad accionada, circunstancias que lo hacen un sujeto de especial protección por parte del Estado y en tal sentido, la conclusión a la que se arriba es que se debe impedir cualquier barrera de orden legal o administrativo para que este adulto mayor pueda acceder no sólo a los beneficios a los que la EPS CAFESALUD esté obligada a brindarle, sino a aquellos que requiera con necesidad para llevar una vida más digna, así se encuentren excluidos del listado del plan obligatorio de salud. (…) [E]sta instancia considera que el juez de primer nivel no sólo se ajustó de conformidad con la jurisprudencia constitucional antes referida, sino que se reitera que el titular de los derechos invocados es un sujeto de especial protección que merece un trato preferente; por lo tanto, mientras exista una prescripción médica con el fin de llevar una vida más digna a raíz de la patología descrita “accidente cerebro vascular”, la EPSS CAFESALUD deberá garantizarle todos los servicios en salud, sin que tenga que estar interponiendo otras tutelas con el fin de acceder a los mismos.”.
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SALA DE DECISION PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta (30) de enero de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0068
Hora: 10:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la EPS-S CAFESALUD en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Único del Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda, a favor de la señora Orfa Trejos Grisales.
2. SÍNTESIS DE LOS HECHOS
Narró la señora Orfa Trejos Grisales, agente oficiosa de su padre, señor Camilo Antonio Trejos, que éste sufrió un accidente cardiovascular hace 4 meses, quedando postrado en cama impidiendo su normal movilidad, por lo que ha tenido que acudir a varias citas con especialistas de Pereira, situación que ha dificultado su traslado, ya que requiere que el medio de transporte sea especial (particular) debido a la condición su padre, quien necesita detenerse varias vecen en el camino y de un espacio más amplio, lo que no puede conseguir en un transporte público. 

Añadió que el señor Camilo Antonio Trejos no controla esfínteres por tal razón debe utilizar 4 pañales talla L diarios, para un total de 120 pañales al mes, además el médico tratante ordenó el suministro del medicamento Dabigatrán  cada 12 horas, que tienen un costo de $120.000 la caja de 30 tabletas, el que  aseguró ha tenido que comprar desde hace 5 años, pues la EPS no se los ha entregado por no estar incluidos en el POS.

Por lo anterior, indicó que presentó un derecho petición ante la EPS-S CAFESALUD donde solicitó el reconocimiento de los pañales desechables, los viáticos y la entrega de los medicamentos, de lo que recibió respuesta negativa el 14 de octubre de 2016 con el argumento de que debía presentar órdenes suscritas por un especialista para ser remitidas al Comité Técnico con el fin de su aprobación por cuanto los pañales y viáticos no estaban contemplados en el POS.
En el acápite de pretensiones relacionó las siguientes: i) ordenar a la EPSS CAFESALUD el suministro mensual de 120 pañales desechables máxima absorción talla L, que deben ser entregados en el municipio de Quinchía o de lo contrario la EPS asuma los viáticos para reclamarlos, ii) ordenar a la EPS CAFESALUD que en el término de 48 horas autorice los viáticos necesarios para la estadía y desplazamiento de  su padre  y un acompañante, para poder atender a los exámenes, citas, procedimientos y todo lo requerido por el estado de salud del señor Camilo Antonio Trejos, iii) ordenar a la EPS CAFESALUD que haga entrega inmediata del medicamento Dabigatrán por 150 mlg, toda vez que el mismo debe ser suministrado cada 12 horas,  esto es 60 pastas mensuales los que deben ser entregados de igual manera en el municipio de Quinchía o en su defecto, le reconozcan los viáticos para acudir a reclamarlos y iv) ordenar a la entidad accionada el tratamiento integral relacionado con la patología que presenta o puede presentar el señor Camilo Antonio Trejos con el fin de evitar que se tenga que estar instaurando acciones de tutela para proteger sus derechos a la salud y vida del mismo. 
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) derecho de petición, ii) cédula de ciudadanía del señor Camilo Antonio Trejos; iii) autorizaciones médicas, iv) historia clínica, v) respuesta al derecho de petición y vi) cédula de ciudadanía a nombre de la señora  Orfa Trejos Grisales (Fls. 1-13). 

2.2. La Secretaria Departamental de Salud y la EPS-S CAFÉ SALUD no se pronunciaron sobre la admisión de la demanda, pese a  haber sido notificados de la misma mediante los oficios 2680 y 2681 del 3 de noviembre de 2016 (Fls. 22 y 23, frente y vuelto).
3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

Mediante sentencia de tutela del 17 de noviembre de 2016, el Juzgado Único Promiscuo del circuito de Quinchía, Risaralda tuteló los derechos fundamentales a la salud, integridad física y vida digna Camilo Antonio Trejos, y en consecuencia, y en su numeral segundo ordenó a la EPSS CAFESALUD en un término de 48 horas el suministrara al agenciado: i) 90 pañales mensuales talla L de máxima absorción para ser entregados en el municipio de Quinchía, lugar de residencia del mismo; ii) el medicamento Dabigatrán x 150 mg en el municipio de residencia, iii) los gastos de transporte para el señor Trejos y un acompañante en caso que deba acudir a otra ciudad para asistir a los servicios médicos que requiera; iv) la cobertura integral respecto de la patología que dio origen a la acción constitucional, como autorización de exámenes de diagnóstico, hospitalizaciones, medicamentos, procedimientos y demás servicios que requiera, estén o no incluidos en el POS. 
En cuanto al reconocimiento de los gastos de alojamiento, el A quo dispuso en el numeral 3º de la providencia negar los mismos, por cuanto consideró  en la ciudad de Pereira, el actor contaba con apoyo de familia que allí reside. (Fls. 22-32)
La Administradora de la agencia EPSS CAFESALUD fue notificada del anterior fallo el 18 de noviembre de 2016 a través de correo electrónico (folio 35 vuelto).

4. IMPUGNACIÓN

El 23 de noviembre de 2016 el apoderado judicial de la EPSS CAFESALUD radicó un escrito en el juzgado de conocimiento, por medio del cual señaló que no se podían autorizar los servicios no POS reclamados por la parte actora sin prescripción médica y en tal virtud, consideró que no se estaban vulnerando derechos fundamentales al agenciado. 

Por lo anterior, solicitó: i) que se declarara improcedente el fallo de primera instancia por inexistencia de vulneración o peligro de los derechos fundamentales del señor Trejos por parte de esa entidad prestadora de salud; ii) que se revoque la orden del juez, toda vez que consideró que la conducta desplegada por la EPS ha sido legítima y tendiente a asegurar los derechos fundamentales del usuario dentro de las obligaciones que le competen a la entidad, máxime que no se acreditó la concurrencia de las exigencias previas por la Corte Constitucional para inaplicar las normas que racionalizan la cobertura del servicio, y iii) por ultimo solicitó que de ser amparados de los derechos fundamentales solicitados por el accionante, se conceda a la EPS la facultad inmediata de recobro al FOSYGA  (Fls. 37-39).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

5.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.3. Problema jurídico y solución al caso en concreto
5.3.1. De conformidad con los argumentos de la impugnante, esta Corporación debe decidir si el fallo adoptado por el juez único promiscuo de Quinchía, Risaralda fue acorde a los preceptos legales en relación a la orden de suministrar al señor Camilo Antonio Trejos un tratamiento integral a la patología descrita en el introductorio de la demanda de tutela.
5.3.2. Revisadas las pruebas que obran dentro del proceso,  esta Sala observa que a raíz del accidente cerebro vascular sufrido por  el señor Camilo Antonio, de 86 años de edad
, el cual lo tiene postrado en su cama, su hija Orfa Trejos Grisales presentó un derecho de petición con fecha del 26 de septiembre de 2016 ante la EPSS CAFESALUD con el fin de que le fuera suministrado a su padre los pañales desechables talla L por no controlar esfínteres, de los medicamentos ordenados por el galeno tratante y el reconocimiento de los viáticos para asistir a terapias y a citas médicas desde el municipio de Quinchía a Pereira y La Virginia
.  Dicha petición fue negada mediante oficio del 14 de octubre de 2016 con fundamento en que se debía adelantar el trámite ante el Comité Técnico Científico para la aprobación de sus servicios médicos aludidos,  por cuanto no se encontraban dentro del listado del plan obligatorio
.  Por lo tanto, la señora Orfa Trejos Grisales se vio en la obligación de acudir al juez constitucional al considerar que tal negativa vulneraba los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana de su padre.
5.3.3. Sea pertinente reiterar que el derecho a la salud tiene la connotación de fundamental, en este sentido, se reitera la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la que concluyó que este es un derecho fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, así lo reiteró en la Sentencia T-760 de 2008 donde dijo lo siguiente:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho.”
5.3.4. Según el artículo 49 de la Constitución Política, el Estado Colombiano tiene la obligación de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. En este marco, la Corte ha hecho énfasis en que éstos deben ser prestados en condiciones de calidad, eficacia y oportunidad, referenciando de nuevo a la sentencia T-760 de 2008 la Corte manifestó: “todos los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a acceder a los servicio de salud que requieran con necesidad, estén o no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud”.   El derecho constitucional de acceso a los “servicios que se requieran”, tal y como se puntualizó, no depende que los mismos estén incluidos o no en un POS  o si la entidad responsable cuenta o no con los mecanismos para prestarlos directamente, ya que si el sistema de seguridad social no garantiza los medios para otorgar un servicio necesario, ello constituye un obstáculo para el acceso a los mismos; y en tal medida se irrespeta el derecho a la salud, que se encuentra en conexidad con el derecho a la dignidad y a la vida en condiciones dignas.

5.3.5. Ahora bien, en el caso sub examine el análisis que debe hacer esta Sala con respecto a los derechos fundamentales reclamados por el señor Camilo Antonio Trejos es mínimo, en atención a que el mismo reúne las condiciones para la procedencia de la tutela por el hecho de que el agenciado es una persona de 85 años de edad, quien se encuentra afiliado en salud al régimen subsidiado,  y que su salud se encuentra menguada, lo que indica que se encuentra en estado de debilidad manifiesta frente a la entidad accionada, circunstancias que lo hacen un sujeto de especial protección por parte del Estado y en tal sentido, la conclusión a la que se arriba es que se debe impedir cualquier barrera de orden legal o administrativo para que este adulto mayor pueda acceder no sólo a los beneficios a los que la EPS CAFESALUD esté obligada a brindarle, sino a aquellos que requiera con necesidad para llevar una vida más digna, así se encuentren excluidos del listado del plan obligatorio de salud.
5.3.6. Para reforzar lo anterior, el derecho a la salud de las personas de la tercera edad, la Constitución Política señala expresamente en su artículo 13, el deber del Estado de implementar medidas encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y la Corte Constitucional ha considerado a las personas de la tercera edad como un grupo merecedor de una protección especial y reforzada, teniendo en cuenta sus condiciones de debilidad manifiesta, las cuales se encuentran vinculadas a su avanzada edad. Al respecto, dicho Tribunal en la Sentencia T-180 de 2013 manifestó, lo siguiente:


“Los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales condiciones en que se encuentran y es por ello que el Estado tiene el deber de garantizar los servicios de seguridad social integral a estos, dentro de los cuales se encuentra la atención en salud.

La atención en salud de personas de la tercera edad se hace relevante en el entendido en que es precisamente a ellos a quienes debe procurarse un urgente cuidado médico en razón de las dolencias que son connaturales a la etapa del desarrollo en que se encuentran
.

En consecuencia, le corresponde al Estado garantizar los servicios de seguridad social integral, y por ende el servicio de salud a los adultos mayores, dada la condición de sujetos de especial protección, por lo tanto, la acción de tutela resulta el instrumento idóneo para materializar el derecho a la salud de dichas personas.

Esta Corporación ha reiterado que el derecho a la vida no se limita a la existencia biológica de la persona, sino que se extiende a la posibilidad de recuperar y mejorar las condiciones de salud, cuando éstas afectan la calidad de vida del enfermo
. En ese sentido, la Sentencia T-760 de 2008
, expresa que en relación con las personas de la tercera edad, teniendo en cuenta las características especiales de este grupo poblacional, la protección del derecho fundamental a la salud adquiere una relevancia trascendental.”  (Subrayas nuestras)

5.3.7. Alegó el impugnante que no debió ordenarse un tratamiento integral al señor Camilo Antonio Trejos por cuanto incurriría en prestaciones futuras e inciertas, esta instancia considera que el juez de primer nivel no sólo se ajustó de conformidad con la jurisprudencia constitucional antes referida, sino que se reitera que el titular de los derechos invocados es un sujeto de especial protección que merece un trato preferente; por lo tanto, mientras exista una prescripción médica con el fin de llevar una vida más digna a raíz de la patología descrita “accidente cerebro vascular”, la EPSS CAFESALUD deberá garantizarle todos los servicios en salud, sin que tenga que estar interponiendo otras tutelas con el fin de acceder a los mismos.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-214 de 2013 reiteró los criterios que deben tener en cuenta las Entidades Promotoras de Salud – EPS, para garantizar la continuidad en la prestación del servicio público de salud sobre tratamientos médicos ya iniciados, así: 

“(i) las prestaciones en salud, como servicio público esencial, deben ofrecerse de manera eficaz, regular, continua y de calidad, (ii) las entidades que tiene (sic) a su cargo la prestación de este servicio deben abstenerse de realizar actuaciones y de omitir las obligaciones que supongan la interrupción injustificada de los tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o administrativos que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, no constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y finalización óptima de los procedimientos ya iniciados”
.    

4.3. La Corte ha sostenido que el principio de continuidad en la prestación de servicios de salud responde, no solo a la necesidad de los usuarios de recibir tales servicios, sino también a los postulados del principio de buena fe y de confianza legítima contemplados en el artículo 83 de la Constitución Política de 1991 que dispone: “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”. Esos fundamentos garantizan a los usuarios de los servicios de salud que su tratamiento no va ser suspendido luego de haberse iniciado
 bajo la vigencia de una afiliación que posteriormente se extingue, sin que deba importar la causa de su terminación. En ese orden, el tratamiento médico debe ser terminado hasta la recuperación o estabilización del paciente, esto es, sin interrupciones que pongan en peligro sus derechos fundamentales a la salud, a la integridad personal o a la dignidad
. 

4.4. Conforme a lo antedicho, la Corte ha identificado una serie eventos en los que las EPS no pueden justificarse para abstenerse de continuar con la prestación de los tratamientos médicos iniciados, estos son:   “i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; (ii) porque el paciente ya no está inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo;  (iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacía beneficiario; (iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado;  (v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o (vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando”
. (Subrayas fuera del texto original)

5.3.8. En el asunto objeto de estudio, si bien no figura orden médica proferida ya sea por el galeno tratante, por otro adscrito a la empresa demandada o por uno externo, mediante la cual se hayan prescrito los pañales desechables  requeridos por la parte agente oficiosa, ello no impide que, por la condición de sujeto de especial protección del señor Trejos, se asuma que, al no controlar esfínteres y no hallarse demostrada la capacidad económica propia ni familiar para erogar su valor, tal como quedó consignado en la declaración que rindiera la señora Orfa Trejos Grisales en el juzgado de conocimiento
, se ordene la provisión de tal insumo con el fin de que pueda llevar una vida más digna ante el accidente cerebrovascular sufrido.  Así mismo, este Tribunal llega a la conclusión de que realmente el señor Trejos necesita un transporte especial para trasladarse junto con un acompañante desde Quinchía a Pereira, no sólo por su condición física, sino porque el dinero que han invertido para asistir a las citas médicas por su propia cuenta, fue de la ayuda de varios familiares que también tienen una situación económica limitada, tal como lo indicó la señora Trejos Grisales, circunstancia esta que no fue desvirtuada por la EPSS CFESALUD. 
5.3.9. Significa lo anterior, que en virtud de los principios de integralidad y continuidad que rigen la Seguridad Social, se impone la obligación de la prestación de los servicios en salud a todos aquellos que se encuentran vinculados a través del Régimen de Seguridad Social en salud, quienes tienen derecho a recibir un servicio completo  cuando se requieran con necesidad y exista una prescripción médica que así lo indique.  Por tal motivo, el haberse dispuesto el tratamiento integral para el actor, constituye una real y efectiva protección de sus garantías constitucionales, lo cual deberá implementarse por CAFESALUD y en tal virtud, no existe fundamento para revocar la integralidad otorgada en la sentencia de primer grado y en tal caso, al señor Camilo Antonio Trejos no podrá negársele servicio alguno, ni siquiera con fundamento en que el mismo se encuentra excluidos del POS.  
5.3.10. Así las cosas, la EPSS CAFESALUD no podrá anteponer trabas de índole administrativo y por el contrario deberá brindarle al señor Antonio Trejos el tratamiento médico en aras de conservar su salud o de llevar una mejor calidad de vida, lo anterior con fundamento en el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional de la Sentencia T-760 de 2008 la Corte Constitucional señaló que: “una entidad de salud viola el derecho a la salud si se niega a suministrar un servicio que no está incluido en el Plan Obligatorio de Salud, cuando el mismo se requiera con necesidad “ y en la Sentencia T-1034 de 2010,
sostuvo dicho Tribunal: “(…) los servicios que se requieren con necesidad son aquellos indispensables para conservar la salud, en especial, aquellos que comprometen la vida digna y la integridad personal, no importa0 cómo se conozcan en el argot médico o científico, ya sea que se trate de medicamentos, procedimientos quirúrgicos, diagnósticos, exámenes, consultas con especialistas, tratamientos, traslados de centros hospitalarios, etc.”  

5.3.11. Finalmente, en lo que tiene que ver con la petición del impugnante en el sentido de que de que se debe indicar en el fallo que su representada tiene la facultad de recobro frente al ente territorial por aquellos servicios contemplados en el fallo objeto de recurso, es necesario establecer que la Corte Constitucional
 y esta Sala de decisión
 han abordado el tema, concluyendo que el recobro no es una situación que deba debatirse a través del mecanismo excepcional de tutela, ya que las entidades de salud cuentan con los mecanismos y procedimientos idóneos para acceder al reembolso de los dineros de manera directa, sin que medie orden judicial que así lo declare. Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia T-760-08 manifestó lo siguiente: “..(ii) no se podrá establecer que en la parte resolutiva del fallo de tutela se debe autorizar el recobro ante el Fosyga como condición para autorizar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir. La EPS debe acatar oportunamente la orden de autorizar el servicio de salud no cubierto por el POS y bastará con que en efecto el administrador del Fosyga constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC.”
Por lo anterior, esta Sala confirmará el fallo proferido por el Juzgado Único promiscuo de Quinchía, Risaralda, de conformidad con las consideraciones desarrolladas.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  


RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia del 17 de  noviembre de 2016 proferido por el Juzgado único promiscuo de Quinchía, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por la señor Orfa Trejos Grisales, en calidad de agente oficiosa de Camilo Antonio Trejos en contra de la EPSS CAFESALUD y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, en lo que fue materia de impugnación.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión con base en lo dispuesto por el  inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado


WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario 

� Según fecha de nacimiento el 15 de julio de 1930, ver copia de la cédula de ciudadanía, folio 1


� Folio 7


� Folios 8 al 12


� Sentencia T-540 de 2002. MP. Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-096 de 1999. MP. Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-760 de 2008. MP. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Ver sentencia T-1198 de 2003 (MP. Eduardo Montealegre Lynett), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias T-164 de 2009 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-505 de 2012 (MP. Jorge Iván Palacio Palacio), entre otras. 


� Ver Sentencia T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), en la que se ratifica lo considerado en la sentencia T-573 de 2005 (MP.  Humberto Antonio Sierra Porto), en lo concerniente a que la buena fe constituye el fundamento la confianza legítima, lo que conlleva a la garantía de que a las personas no se le suspenda un tratamiento de salud una vez se haya iniciado.


� Ver Sentencia T-185 de 2010 (MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).


� Ver Sentencia T-170 de 2002 (Manuel José Cepeda Espinosa), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias C-800 de 2003 (MP. Manuel José Cepeda), T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), T-281 de 2011 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-531 de 2012 (MP. Adriana María Guillén Arango), entre otras. 


� Folio 26 frente y vuelto


� M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Corte Constitucional Sentencia T-760 de 2008 -  Auto 067A del 15-04-10 - Sentencia T-727 de 27-09-11.


� Sentencia de tutela del 08 de Marzo de 2012. Accionante: Diego Fernando Arce, Accionados: Secretaria Departamental de Salud,  Hospital Universitario San Jorge y CAFESALUD EPS-S. MP. Manuel Yarzagaray Bandera. 
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